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ASUNTO A DECIDIR
Se pronuncia la Sala sobre el recurso de APELACIÓN interpuesto por el apoderado de confianza
 de la doctora NANCY ESTHER TORRES YARURO, en su calidad de Juez 14 Civil Municipal de Bucaramanga, contra la sentencia proferida el 11 de febrero de 2011, por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria de del Consejo Seccional de la Judicatura de Santander
, mediante la cual resolvió declarar responsable disciplinariamente a la prenombrada funcionaria por haber incurrido en la prohibición de  que trata el numeral 14 del artículo 154 de la Ley 270 de 1996, y como consecuencia haberla sancionado con SUSPENSIÓN por el término de UN (1) MES del ejercicio del cargo. 

DE LA CONDUCTA INVESTIGADA

Dio génesis a la presente investigación, el informe presentado por la secretaria del Juzgado Quince (15) Civil Municipal de Bucaramanga ESPERANZA INES LOZANO DIAZ el día 12 de Julio 2007, contra la Juez Catorce (14) Civil Municipal de Bucaramanga, doctora NANCY ESTHER TORRES YARURO, en virtud al presunto interés indebido manifestado por la funcionaria denunciada respecto del proceso Ejecutivo Singular de Menor Cuantía que se tramita en el Juzgado Quince (15) Civil Municipal de Bucaramanga bajo el radicado número 2007-00530, donde como demandante actúa el progenitor de la disciplinada, señor JOSÉ EMIL TORRES GUERRERO contra LUIS ALBERTO RIVEROS y otros.

Lo anterior, por cuanto según se anuncia en el aludido informe la señora Juez Catorce Civil Municipal de Bucaramanga –hoy disciplinada-, se presentó en reiteradas ocasiones en la secretaria del Juzgado Quince (15) Civil Municipal de Bucaramanga, exigiendo que le fuese mostrado el expediente, así como también cuestionando la labor del despacho y profiriendo insultos, ofensas y criticas hacia todos los empleados del mismo, cuestionamientos que se realizaron frente abogados y dependientes judiciales y los cuales dieron origen a la queja disciplinaria
ANTECEDENTES PROCESALES

1.- Mediante auto del 27 de agosto de 2007, el A quo avocó conocimiento, abriendo indagación preliminar en contra de la doctora NANCY ESTHER TORRES YARURO, en su calidad de Juez 14 Civil Municipal de Bucaramanga.

2.- Mediante Proveído del 29 de octubre de 2008, se ordenó la apertura formal de la investigación disciplinaria.

3.- En providencia del 2 de marzo de 2009, se formuló  pliego de cargos contra la doctora NANCY ESTHER TORRES YARURO, en su calidad de Juez 14 Civil Municipal de Bucaramanga, como presunta autora de las faltas disciplinarias descritas en los artículos 153.3 y 154.14 de la Ley Estatutaria de la Administración  de Justicia,  concordante con el parágrafo 1º del artículo 48 de la Ley 734 de 2002, faltas imputadas a título dolo. Lo anterior, luego de hacer un profundo análisis de las pruebas testimoniales y concluir básicamente lo siguiente:
“Así las cosas, considera esta Sala que conforme al material probatorio que obra hasta el momento en el disciplinario, es procedente proceder a formular pliego de cargos contra la Doctora NANCY ESTHER TORRES YARURO, en su calidad de Juez Catorce Civil Municipal de Bucaramanga de la siguiente manera:

Dadas las circunstancias de tiempo modo y lugar de la ocurrencia de los hechos investigados, esta Sala observa que la actuación atribuida a la funcionaria investigada en primer lugar,  se encuentra establecida en la Ley 270 de 1996 – Estatutaria de la Administración de Justicia que corresponden la presunta incursión en la prohibición establecida en el numeral 14 del artículo 154 de la Ley 270 de 1996, que a la letra reza “interesarse indebidamente, de cualquier modo que sea, en asuntos pendiente ante los demás despachos judiciales o emitir conceptos sobre ellos”, ya que si bien es cierto en un principio la investigada se dirigió al Juzgado Quince Civil Municipal sólo a revisar los estados, también lo es que sin tener interés alguno en el proceso en el cual actuaba su padre como demandante, cuestiona que el mismo no se registra en estados tal y como se observa en las pruebas allegas al disciplinario, conducta esta que la ubica en la presunta incursión en la prohibición que le ha sido endilgada, por cuanto de la conducta desplegada por la aquí investigada se estima, que al parecer existió cierto interés por conocer del estado y tramite impartido al proceso ejecutivo, en el cual ella no tenia interés procesal y que se estaba adelantado en un despacho homologo, formulando al parecer de igual forma cuestionamientos del manejo dado al asunto en cuestión, no sin antes advertir que no es esta funcionaria la autoridad competente para pronunciarse sobre la irregularidad o no con que se manejan los asuntos en los despachos judiciales distintos al que ella es titular.

En segundo lugar observa la Sala, que le es también imputable a la funcionaria investigada la presunta omisión de los deberes legales que esta llamada a observar, conforme lo dispone el numeral 3 del articulo 153 de la ley 270 de 1996 “obedecer y respetar a sus superiores, dar un tratamiento cortés a sus compañeros y a sus subordinados y compartir sus tareas con espíritu de solidaridad y unidad de propósito”, esto en razón a que la  investigada Doctora NANCY ESTHER TORRES YARURO, al parecer se dirigió a los empleados que se encontraban presentes en el Juzgado Quince Civil Municipal en tono y en términos desobligantes tales como “todos le tiemblan a Doris”, o “parece un mausoleo” expresiones estas que hasta el momento se observa fueron emitidas en el lugar de trabajo y en calidad de funcionaria judicial.

De lo expresado anteriormente la Sala concluye que los comportamientos endilgados a la funcionaria investigada pueden constituir falta gravísima por estar taxativamente señalada acorde con lo consagrado en el parágrafo 1° del Articulo 48 de la ley 734 de 2002, en razón a que considera esta Sala que la presunta incursión en el incumplimiento de sus deberes y al parecer la realización de prohibición legal que le fueron imputados a la encartada,  tiene trascendencia o afectación del deber funcional, por la naturaleza esencial del servicio, como quiera que se trata de la administración de justicia, sin desconocerse la calidad de Juez de la Republica, imputación que se hace a título de DOLO dado que en su condición de funcionaria Judicial desconoció las normas que a sabiendas esta obligada a conocer, máxime cuando se trata de los deberes y prohibiciones establecidos para el ejercicio de esta función pública, expresamente consagrados en los artículos 153 y 154 de la ley 270 de 1996 – Ley Estatutaria de la Administración de Justicia”.

4.- Por auto del 5 de octubre de 2009, se pronunció la Sala Dual respecto de la solicitud probatoria, negando la práctica de algunas pruebas. Proveído que fue apelado y confirmado por esta misma Sala mediante decisión del 31 de mayo de 2010
. 

5.- Mediante auto del 9 de junio de 2010, el despacho ordenó incorporar los antecedentes de la funcionaria investigada y ordenó correr traslado para alegar de conclusión. 

6.- El 16 de julio de 2010 la doctora GENITH TOLEDO CARREÑO, Procuradora Judicial 53 Penal II, emitió su concepto solicitando fallo sancionatorio contra la Juez disciplinada por los cargos que se le formularon, en razón a la existencia de prueba que indica que la investigada incurrió en las faltas reprochadas.

7.-  El defensor de confianza de la disciplinada, mediante escrito radicado el 21 de julio de 2010, solicitó la emisión de un fallo absolutorio que exonere de responsabilidad a su cliente, de conformidad con las pruebas que a su juicio, permiten demostrar su ausencia de responsabilidad; para lo cual invocó entre otras, la aplicación del principio in dubio pro disciplinado, la figura de la exclusión de responsabilidad conforme lo previsto en el numeral 6º del artículo 28 de la Ley 734 de 2002 y, los presupuestos de que no se logró  probar que el proceder de la disciplinada perturbó el servicio brindado por el Juzgado 15 Civil Municipal de Bucaramanga, como tampoco el perjuicio causado a la Rama Judicial ni la transcendencia social de la falta.  

PERIODO PROBATORIO

1.- Declaración juramentada del  SEÑOR CARLOS JULIO QUINTERO BLANCO, quien refirió que la Doctora NANCY ESTHER TORRES YARURO, se presento al Juzgado Quince Civil Municipal de Bucaramanga y solicitó información del proceso que adelantaba su padre en este despacho y en su defecto é l personalmente presto el respectivo expediente, informándole también sobre las razones de la inadmisión de la demanda. Señala también el declarante que la Doctora NANCY ESTHER TORRES YARURO, se presentó en reiteradas ocasiones, manifestando que porque no se le había dado el tramite correspondiente al proceso de su padre y porque los procesos no salían en orden numérico, por lo que él le contesto, que dicho tramite se hacia por la persona encargada cuando se venciera el término señalado en el auto de inadmisión, y respecto a los procesos respondió, que no salen en orden debido al reparto interno organizado por el titular del despacho. En relación a los insultos y ofensas emitidos por la Doctora NANCY ESTHER TORRES YARURO declaró, que en una oportunidad la doctora manifestó de forma grosera que los empleados del despacho parecían un mausoleo, considera él que lo dijo por el espacio tan reducido del Juzgado, así como también manifestó que lo mismo era hablar con los empleados de la secretaría, por cuanto estos le tiemblan a la titular del despacho. También declaró el interrogado, que la Doctora NANCY ESTHER TORRES YARURO, en ningún momento se identifico en el juzgado como Juez para solicitar tramite o prebenda especial en su calidad de funcionaria
. 

2.- Declaración del señor NELSON MARTÍN ANAYA ARCHILA, quien manifestó que le consta que la Doctora NANCY ESTHER TORRES YARURO, iba a preguntar por la admisión del proceso, porque no salía en estados. En razón a los insultos y ofensas emitidos por la Doctora NANCY ESTHER TORRES YARURO declaró,  que ella en una ocasión dijo que parecían un mausoleo y que le temblaban a la Doctora Doris, en el momento en que una de las trabajadoras del despacho LAURA CONSTANZA le dijo que se dirigiera a la doctora si tenía algún inconveniente. Así mismo declaró que la Doctora NANCY ESTHER TORRES YARURO, no se identificó como funcionaria judicial en el despacho en el que el labora y no exigió ningún trámite preferencial en el proceso en el cual es demandante su padre
. 

3.- Certificación de las actuaciones surtidas dentro del proceso ejecutivo radicado bajo el Nº 2007-00530, promovido por el señor JOSÉ EMIL TORRES GUERRERO, contra, LUIS ALBERTO RIVEROS, y donde se informa además que la Doctora NANCY ESTHER TORRES YARURO, no ha actuado en el presente proceso en causa propia; allegada por la titular del Juzgado Quince Civil Municipal la Doctora DORIS NAYIBE ARIAS DURAN, mediante Oficio Nº 4159.

4.- El 1º de octubre de 2007, la secretaria del Juzgado Quince Civil Municipal de Bucaramanga ESPERANZA INES LOZANO DIAZ, presenta escrito de ampliación del informe presentado el día doce (12) de Julio del año dos mil siete (2007), señalando en qué consistieron expresamente los insultos emitidos por la Doctora NANCY ESTHER TORRES YARURO, tales como “todo el mundo esta aterrado con lo que me esta ocurriendo en este Juzgado”, es el colmo, ¿porque no han salido los oficios de medidas cautelares?, así mismo manifestó en la declaración, que en otra oportunidad la Doctora NANCY ESTHER TORRES YARURO solicitó explicaciones en relación al trámite del proceso, manifestando su inconformidad de forma irrespetuosa, ante lo cual se le requirió que esperara a la titular del despacho y le expusiera a ella personalmente sus inquietudes, pero según la declarante su respuesta fue la siguiente “para que, si aquí da igual hablar con uno o con otro, esto es como un mausoleo, nadie saluda nadie dice nada, porque todos le tienen miedo a Doris” ( titular del despacho). Declara que respecto a los abogados y dependientes judiciales que presenciaron los actos irrespetuosos de la investigada no se pueden identificar debido al amplio flujo de personas que visitan el Juzgado.  Manifiesta también, que una vez iniciada la indagación preliminar, cesaron las visitas y los cuestionamientos de la investigada para con las personas, actuaciones y organización de este Juzgado
. 
5.- La Secretaría General del Tribunal Superior de Distrito Judicial de Bucaramanga, remitió oficio por el cual certificó sobre la condición de funcionaria judicial de la aquí disciplinada, desde el 1º de octubre de 2003 como Juez 14 Civil Municipal de Bucaramanga
.

6.- El día 10 de octubre de 2007, la doctora NANCY ESTHER TORRES YARURO, presentó escrito de defensa frente a los hechos denunciados, indicando que en ningún momento acudió al Juzgado Quince Civil Municipal de Bucaramanga, haciendo gala de su condición de Juez Catorce Civil Municipal de Bucaramanga o requiriendo proceso alguno. Agrega que en lo referente a que el despacho parecía un mausoleo lo dijo en el instante que intentó comunicarse por teléfono desde el despacho con su señor padre y se le requirió que saliera del juzgado porque no podía hablar en el mismo, razón por la cual emitió dicha expresión. 

Afirmó que, nunca quiso cuestionar la administración de justicia de una compañera de lucha judicial, o exigir tramitación especial, sino que la animaba la imperiosa necesidad  de defender los derechos de su señor padre. 

Informó que, asistió al Juzgado como usuaria del sistema de justicia y no como autoridad, afirmando que  hizo alusión al glosario mausoleo, pero no como insulto, sino como chanza.

Reconoció que, también utilizó la expresión “le temblaban a la Doctora”, refiriéndose a que se iba a tramitar el proceso conforme a lo que ella dice. No obstante, sostuvo que si hizo manifestación alguna, lo hizo como persona humana con debilidades, falencias errores, pero no lanzó improperios o insultos como quiere hacerse ver para tapar unas irregularidades por el trámite de unos procesos, así mismo manifiesta que es falso el afirmar que tal juicio se surtió ante abogados y dependientes judiciales
. 

7.- El día 19 de octubre de 2007, se allegó a la indagación preliminar Oficio Nº 7460,  emitido por el Jefe del Área de Recursos Humanos de la Dirección Ejecutiva Seccional de la Rama Judicial de Bucaramanga, mediante el cual se remite acta de posesión  y se certifica que la Doctora NANCY ESTHER TORRES YARURO, desde el día Primero (01) de Octubre de Dos Mil Tres (2003) hasta la fecha, viene desempeñando el cargo en propiedad de JUEZ CATORCE CIVIL MUNICIPAL DE BUCARAMANGA
. 
8.- El 22 de noviembre de 2007, rindió declaración LAURA CONSTANZA VELANDÍA ENCISO, quien respecto a la conducta imputada, manifestó recordar que la doctora NANCY ESTHER TORRES YARURO en una oportunidad hizo comentarios relacionados con la demora en la expedición de los oficios de medidas cautelares, ante esta situación la declarante le dijo que si tenía alguna queja relacionada con el Juzgado o con la forma en que se tramitan los procesos se dirigiera a la titular del despacho o en su defecto a la secretaria, contestando la  Doctora NANCY ESTHER TORRES YARURO, que aquí nadie da razón de nada, esto parece un mausoleo, así como también recuerda que dijo “aquí todos le tiemblan a DORIS NAYIBE”  quien es la Juez Quince Civil Municipal de Bucaramanga. Declaró también que, la doctora NANCY ESTHER TORRES YARURO, en las primeras oportunidades preguntaba directamente acerca del trámite del proceso, pero que las últimas veces se dirigía a las carpetas de estados.

9.- Certificación juramentada emitida por la titular del Juzgado Quince Civil Municipal de Bucaramanga -doctora Doris Naybe Arias Duran-, refiriendo que todo lo que conoce sobre el asunto ha sido por comentarios que le hacía la secretaría Esperanza Inés Lozano Díaz, pues los hechos ocurrían a la hora que tenía asignada para almorzar, manifiesta que le fue comentado por parte de la secretaria en mención  que la doctora Nancy Esther se presento en la secretaria del despacho solicitando le fuese permitido ver el expediente y luego de serle entregado el mismo, había empezado en un tono de voz elevado a hablar mal de las actuaciones del Juzgado, ante lo cual le manifestó a la secretaria que no le prestará atención. Días después la secretaria, le informó que la Doctora Nancy Torres había regresado y nuevamente había solicitado el expediente y al revisarlo otra vez se había expresado en palabras ofensivas contra las actuaciones que habían sido realizadas en el proceso, manifestando además, que este Juzgado parecía un mausoleo, ante lo cual le ordenó a la secretaria que si la doctora Nancy regresaba no le facilitara el expediente como quiera que ella no es parte en el proceso. Finalmente se entera de que fue interpuesta la queja disciplinaria por parte de los empleados del despacho, manifiesta que no comparte este proceder
.

10.- La oficina Seccional de Auditoria del Consejo Seccional de la Judicatura de Santander, allegó certificación de sueldo devengado por la doctora Nancy Esther Torres Yaruro
. 

11.-  Diligencia de versión libre rendida por la aquí investigada, donde manifestó que la queja presentada por la Secretaría del Juzgado Quince Civil Municipal no puede ser tenida en cuenta, ya que ella nunca estuvo presente en las oportunidades en que se hizo presente en ese despacho judicial. De igual forma aseguró que en ningún momento tuvo la intención de adentrarse en los asuntos del Juzgado Quince Civil Municipal de Bucaramanga o de criticar o emitir conceptos de dicho juzgado así como de actuar indebidamente o en forma descortés. Así mismo considera falsas las imputaciones hechas por la secretaria en el sentido de que las criticas hechas por ella iban acompañadas de insultos y ofensas, por cuanto la secretaria no se encontraba en el despacho.

Respecto de su interés en el proceso que se tramitaba en el Juzgado Quince Civil Municipal, señaló que en ese Juzgado se adelantó un proceso ejecutivo iniciado por su padre y que en vista de que el apoderado de éste no le daba información y dado su estado de salud, le pidió el favor que se acercara al Juzgado en mención para revisar los estados  y mirar que había pasado con el proceso, razón por la cual se hace presente revisa los estados y el señor Carlos Julio empleado del juzgado al verla le interrogó sobre su presencia y ella le manifestó que está mirando si sale en estados un proceso de su padre, razón por la cual y como quiera que tenía lazos de amistad con el señor en mención, este procedió a buscar el proceso y a mirarlo poniéndolo en el anaquel de atención al público, pero nunca le hizo entrega del expediente y ella nunca lo exigió.

Manifestó que, una vez subsanada la demanda se presentó en dos o tres ocasiones más al juzgado a mirar los estados y como se dio cuenta que había un letrero que decía prohibido hablar por celular y al saludar en repetidas ocasiones no obtuvo respuesta a su saludo utilizó un comentario particular que parecía un mausoleo debido al silencio que había y que ninguno estaba atento al público. Mirando los estados se dio cuenta que había pasado un tiempo prudencial para que se admitiera la demanda y no se registraba en los estados por lo que exteriorizó “que será lo que pasa”, por lo que el señor Carlos Julio le pregunta que busca y ella le contesta que el proceso de su padre que no aparece en estados, que cuanto se demoran  en sacarlo, y él le manifiesta que depende del empleado que tenga el proceso, entonces cree que ahí fue cuando le dijo que le parecía extraño que aparecieran procesos de radicado posterior al de su señor padre como el 553 de 2007, 532 de 2007, 540 de 2007 y otros y no veía el proceso 530 de 2007 que era el radicado del expediente de su progenitor, por lo que el señor Carlos le manifiesta, si quiere hablar con la secretaria o la doctora,  ante lo cual ella le contesta que no tiene porque hablar con ellas porque la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia muy claramente establece que los procesos deben tramitarse por reparto, momento en el cual se dirige hacia ella la señorita Laura quien se sintió ofendida  y le dice que hable con la secretaria porque esas son cosas de la doctora y se tramitan por reparto a quien se le dan los procesos.

Aseguró que, nunca trató de intervenir indebidamente en el proceso, simplemente como usuaria acudió a mirar los estados en el Juzgado Quince Civil Municipal, manifiesta que existe contradicción entre los testimonios y que ella nunca exigió nada en el Juzgado, de igual forma esgrime que las  expresiones y comentarios no fueron dirigidos a nadie, que actuó con la convicción errada e invencible que podía mirar los estados y la notificación de su padre, sin pensar que estaba incursa en una falta, por lo que solicita el archivo de las diligencias ya que la conducta no existe, no falto a sus deberes de la ley estatutaria, no se vio afectada la administración de justicia, ni actuó en forma malintencionada, dolosa ni culposa, sino en virtud al acceso de la justicia como cualquier usuario
. 

12.- Certificación sobre ausencia de antecedentes fiscales y disciplinarios de la doctora Nancy Esther Torres Yaruro
.

13.- Testimonio de Esperanza Inés Lozano Díaz (Secretaria del Juzgado Quince Civil Municipal de Bucaramanga), donde manifestó que en las oportunidades que la doctora Nancy Esther Torres Yaruro estuvo en la secretaria del Juzgado 15 Civil Municipal indagando por el proceso de su señor padre siempre cuestionó sus labores diciéndoles que no sabían donde estaban parados, que era el peor Juzgado de Bucaramanga, que era el colmo que no hubiesen tramitado aún lo del papá, que qué pasaba, manoteando encima del mostrador de donde se atiende, que claro que como venían de juzgados penales no sabían nada, que tan de malas el papá haberle caído en ese juzgado, hechos estos de los que puede dar fe porque estuvo presente cuando ella mencionó eso, recalcando que hubo otros comentarios por unos compañeros que le informaron que la investigada había dicho que parecía un mausoleo ese Juzgado, y que cuando éstos le decían que por que no esperaba para que hablara con ella o con la juez, ésta les decía que todos le temblaban a Doris, recordando que en una ocasión estaba dando la espalda al público y la oyó gritar cosas, por lo que se paró de su puesto y le quitó el proceso de las manos porque no era parte dentro del mismo, agregando que siempre que iba allá se portaba de manera grosera y alzando la voz, generalmente las veces que se presentaba en el Juzgado era durante el medio día, por el préstamo del expediente sin ser parte devino compulsa de copias por parte de esta Corporación para que se investigara disciplinariamente al señor Carlos Julio Quintero Blanco empleado del Juzgado 15 Civil Municipal, quien le dejó ver el expediente al parecer sin haberse librado los oficios de medidas cautelares, investigación dentro de la cual la secretaria se declaró impedida y remitió las diligencias a la Procuraduría donde actualmente se está investigando. 

Agregó que, a raíz de la queja que presentó contra la doctora Nancy Esther Torres ha tenido que soportar muchísimos comentarios de diferentes personas que trabajan en la rama judicial de Bucaramanga donde le dicen que esta ultima habla horrible de ella, trayendo a colación un evento programado por Juriscoop en diciembre pasado, donde la disciplinada se emborrachó y se dedicó a insultarla desde la mesa donde estaba, posteriormente, cuando regresaron de vacaciones la enfrentó en el palacio y le dijo que si no le daba pena lo que había hecho allá y que le dijera ahora si en su cara lo que tenía que decirle, pero la investigada se fue rápido y no le puso atención, ante lo cual le manifestó que ella era guapa pero borracha
.  

14.- Declaración rendida por el señor José Emil Torres Guerrero
,  quien informó que para el proceso que cursaba en el Juzgado 15 Civil Municipal de la ciudad con el No. de radicado 2007-530 y en el que actuaba como demandante contó con apoderado judicial, quien era el doctor Luis Arturo Bohórquez, relatando que para esa época estuvo bastante delicado de salud, y como consecuencia de ello en pleno reposo en su residencia, no dejando de comunicarse telefónicamente con el doctor Bohórquez para indagar por su proceso, quien al respecto le manifestaba que el proceso seguía pero que era muy lento y que había que esperar, sin embargo, temeroso de que se le perdieran esos 5 millones de pesos que le adeudaba la demandada y en vista de que su hija Nancy Ester siempre se ha encargado de sus cosas le pidió con insistencia varias veces que fuera al Juzgado y miraba si era cierto que ese proceso estaba siguiendo adelante, para lo cual su hija a los pocos días le manifestó que estuviera tranquilo que el proceso estaba andando y que en esos días lo resolverían. Resalta las cualidades y forma de ser de su hija, lamentando el hecho que por haberle pedido ese favor resultara implicada en esto.

15.-  Declaración rendida por la doctora Doris Nayibe Arias Durán (Juez Quince Civil Municipal de Bucaramanga)
, quien precisó  que directamente nunca recibió de parte de la doctora Nancy Esther Torres Yaruro, algún agravio o un cruce de palabras, destacando que en relación con los hechos que originaron esta actuación lo que sabe es por comentarios que le hizo la Secretaria Esperanza, cuando un día llegó de su hora del almuerzo y está le informó que la doctora Nancy Esther Torres Yaruro se había presentado en el mostrador de la secretaria y había pedido un expediente y que al examinarlo había criticado o cuestionado la actuación, ante lo cual simplemente le dijo a Esperanza que no le prestara atención al tono de voz con el que la investigada habla que es un poco fuerte, pero unos días después nuevamente se presentó esta situación, donde según el dicho de su secretaria había irrespetado a los empleados; lo único que recuerda es que esta había dicho que ese Juzgado parecía un mausoleo, tal vez porque en esa época era una oficina muy pequeña y la única forma que hubo de ubicar a los empleados era contra la pared y de espaldas; sin embargo en aquella oportunidad si pidió mirar el proceso para saber si era parte la doctora Nancy Esther y entonces la secretaria le dijo que no era parte, sino que era el papá, por lo que le advirtió a su secretaria que en lo sucesivo no se le permitiera ver el proceso, días después su secretaria le comenta de la queja que con sus compañeros presentaron contra la doctora Nancy Esther. Agregó que, frente al trámite en particular del proceso radicado al No. 2007-530 no se dio intervención alguna por parte de la investigada.

16.- Ampliación del testimonio rendido por Carlos Julio Quintero Blanco
, en el que precisó que en varias oportunidades se presentó la investigada a revisar estados del proceso en el que su papá era demandante, acudiendo siempre en el horario del medio día, ocasiones éstas en las que no hizo referencia o uso su investidura de juez, aclarando que nunca fue atendida por la secretaria del Juzgado Quince porque la misma no tiene turno de atención al público, simplemente se atendía por quien estuviere a cargo, brindándosele el trato que se le da a todo usuario que allí frecuenta. Agrega que en una oportunidad les manifestó que el Juzgado parecía un mausoleo, lo que según su concepto era por la oficina tan reducida en que anteriormente laboraban, donde era imposible saludar a todas las personas que llegaban, además que esta función la cumple es quien esta atendiendo al público en su día correspondiente.

Frente a la manifestación de la doctora Nancy Esther Torres Yaruro de que los mandamientos de pago no salían en su orden de radicación, aclaró que este sistema no opera para el Juzgado donde labora por cuanto allí libran mandamiento varios empleados.

17.- Ampliación del testimonio rendido por Laura Constanza Velandía Enciso
, quien informó que en las épocas o fechas que la doctora Nancy Torres se presentó en el despacho a examinar estados con ocasión de un proceso ejecutivo que allí se tramitaba y en el que su padre era demandante, era poco probable que la atendiera la secretaria, dada la distribución de funciones en el Juzgado, aclarando que desde el año 2006 y hasta el año 2008 que estuvo trabajando en el Juzgado 15 Civil Municipal el horario de almuerzo correspondiente a faltando un cuarto para las 12:00 y hasta la 1:00 pm lo tenía la señora secretaria Esperanza Inés, la escribiente Nancy y la Oficial Mayor Maritza Muñoz, respecto de la señora Juez no tenía un horario específico para salir, y, en el turno que iba de 1:00 pm a 2:00 pm salían a almorzar el citador Nelson para esa época, Carlos Julio que estaba de escribiente y ella que era la sustanciadora.

18.- Ampliación de la versión libre de la doctora Nancy Esther Torres Yaruro
, en la que señaló que las veces que se acercó al Juzgado Quince Civil Municipal lo hizo en horas del medio día durante el tiempo de descanso, ocasiones en las cuales miraba los estados para darle una información a su señor padre sobre cómo iba el proceso en donde el era demandante, y si el empleado Carlos Julio muy gentilmente le quiso brindar la información ella no se opuso a ello, pero en ningún momento uso el cargo para solicitar favor alguno fuera de lo que la ley le permite, dejando claro que nunca la atendió la secretaria Esperanza Lozano ni estaba dentro de las instalaciones del Juzgado, así como nunca cruzó palabra alguna con ella respecto del citado proceso, desconociendo las razones por las cuales tenga una animadversión personal hacia ella, que se evidencia en las manifestaciones de sus informes y su declaración, pues además de nunca haberla atendido, en la declaración recepcionada falta a la verdad, al manifestar que en una fiesta de Juriscoop estaba alicorada y la ofendió, cuando lo cierto es que desde el 2006 está en un tratamiento neurológico por padecer cefalea crónica diaria migraña transformada, lo que le impide ingerir bebidas alcohólicas. De igual manera resalta que siempre ha sido una persona de expresiones coloquiales y tiene la tendencia a pensar en voz alta, como cuando entró al Juzgado Quince y ante el silencio que había cuando iba a ver los estados y saludaba y no se le oía, dijo huy esto parece un mausoleo, sin que pensara que ello fuera a afectar negativamente la sensibilidad de los trabajadores del Juzgado, pues no creyó estar cometiendo alguna falta. 
LA SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA

El 11 de febrero de 2011, la Sala A quo resolvió declarar a la doctora NANCY ESTHER TORRES YARURO, en su calidad de Juez 14 Civil Municipal de Bucaramanga, disciplinariamente responsable de haber incurrido en la prohibición contemplada en el numeral 14 del artículo 154 de la Ley 270 de 1996  y  en consecuencia le impuso como sanción la SUSPENSIÓN en el ejercicio del cargo por el término de UN (1) MES, pues varió la calificación de la falta al título de Culpa Grave, cuando en el pliego de cargos había sido imputada como gravísima dolosa por estar dentro de las contempladas dentro del parágrafo 1º del artículo 48 de la Ley 734 de 2002. Al tiempo, la absolvió  del presunto incumplimiento del deber previsto en el numeral 3º del artículo 153 de la Ley 270 de 1996. 

Decisión a la que arribó tras considerar básicamente que de la simple lectura que origina la queja, así como de las pruebas obrantes que dan cuenta del actuar irregular presentado por la doctora Nancy Esther Torres Yaruro al interesarse indebidamente en el trámite impartido y las resultas del proceso ejecutivo en el que su padre era demandante y que cursaba en el Juzgado Quince Civil Municipal, aparece claro que desde un punto de vista meramente objetivo se encuentra acreditada la conducta disciplinaria por la cual se juzga a la Dra. Nancy Esther Torres Yaruro.

Para el Seccional de Instancia, está demostrado que la citada funcionaria compareció al Juzgado 15 Civil Municipal de Bucaramanga en repetidas ocasiones con el fin de indagar por el proceso que allí llevaba su padre por conducto de apoderado, donde no solo solicitaba información del expediente, sino también, inconforme,  llegó incluso a cuestionar el trámite que dentro del despacho la titular del citado Juzgado había impartido al reparto de los asuntos puestos a su conocimiento y el hecho de que el mismo no se registrara en estados; todo sumado al hecho de haber accedido a las diligencias cuando no era parte dentro de la actuación y no se había emitido pronunciamiento alguno de las medidas cautelares,  por lo que analizado con detenimiento el citado comportamiento de la funcionaria judicial, “considera la Sala que esa claridad logra traspasar el límite de lo meramente objetivo para acceder a los terrenos de la culpabilidad disciplinaria en la forma como demandaría una sentencia sancionatoria”.

Así concluyó la Sala  A quo que, el proceder de la Doctora Nancy Esther Torres Yaruro como Juez Catorce Civil Municipal de Bucaramanga con relación a su actuar desplegado, fue contrario a los deberes funcionales, por haber examinado el aludido expediente ejecutivo con medidas cautelares, cuando de su pleno conocimiento era que no hacía parte del mismo, por tanto no le asistía derecho alguno, máxime porque su progenitor contaba con profesional del derecho que lo representaba. 

   DEL RECURSO DE APELACIÓN
Mediante escrito del 22 de marzo de 2011, el defensor de confianza de la  aquí disciplinada, interpuso recurso de apelación en contra de la sentencia proferida por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Santander, argumentando en primer lugar que, contrario a lo afirmado por la Sala a quo, la queja y en el caso particular el informe,  no es prueba, sino objeto de tema de prueba; luego no podía asegurarse como lo hizo el Seccional, que de la simple lectura de la queja se encuentra acreditada la objetividad de la conducta.

De otra parte, en cuanto a la ampliación de la queja, sostuvo el recurrente que, la señora quejosa, faltó a la verdad, se contradijo e hizo manifestaciones que evidencian animadversión para con su poderdante. No obstante, no hizo ninguna precisión al respecto. Empero, seguidamente la defensa, resaltó que la versión  libre de su prohijada, es coherente con el dicho de su padre, quien compareció como testigo de los hechos y circunstancias que atañen a esta causa. 

Afirmó que  no puede desconocerse que, la presencia de la doctora TORRES YARURO en la baranda del Juzgado 15 Civil Municipal de Bucaramanga, tiene justificación en la medida en que no lo hizo usando su investidura de funcionaria judicial, sino como usuaria, accediendo a los estados, que son públicos e interactuando con quienes conocía personalmente, ante una adversa situación sufrida por su señor padre quien estaba enfermó y aún no contaba con apoderado.

Adicionalmente, para el censor el tipo disciplinario atribuido a su defendida no fue debidamente cerrado pues, se dejo de lado la obligación de precisar claramente la conducta atribuida, tal y como lo ha previsto la jurisprudencia constitucional, “por ello, la conjetura a que arriba la Sala no se compadece con lo demostrado en el proceso, simplemente, es un vaticinio realizado bajo su propia percepción que se aparta de los hechos probados con los medios de prueba válidamente incorporados y producidos, entre ellas el testimonio del señor JOSÉ EMIL TORRES, sobre el cual se insiste no fue considerado como sospechoso, siendo trascendental para acreditar lo manifestado por la Dra. NANCY ESTHER TORRES YARURO, frente a sus razones para presentarse ante el Juzgado Quince Civil Municipal para indagar en estados y acerca del trámite del proceso ejecutivo promovido por su padre”. 

Para la defensa el hecho de que el proceso ejecutivo estuviere pendiente de las medidas cautelares al momento en que fue consultado por la disciplinada, resulta irrelevante, por cuanto el padre de ésta era el demandante y por tanto la parte interesada.

Alegó que, la Sala de instancia confundió entre el incumplimiento de un deber legal y la incursión en una prohibición por parte de la funcionaria denunciada, pues no estableció con claridad cómo y en qué medida afectó la juez su deber funcional para predicar la existencia de ilicitud sustancial, resultando que la conducta no es contraría a derecho porque su proceder nada tiene que ver con sus deberes funcionales. 

Señaló que, la decisión apelada se apoyó en la mera responsabilidad objetiva, en la medida que se tuvo por cierto que por el simple hecho de que la disciplinada fuere Juez se aprovecho de dicha condición para interesarse indebidamente en el proceso de su padre; además, porque la responsabilidad disciplinaria es independiente, luego por el comportamiento del empleado del Juzgado que le prestó el proceso a la hoy disciplinada para su revisión, responderá aquel.

Para el apelante, el proceder de la inculpada no es constitutivo de falta disciplinaria, y de manera residual se debe dar aplicación al principio de l “in dubio pro disciplinado”.   No obstante, seguidamente señala: “no se evidencia en el proceder de la Dra. NANCY ESTHER TORRES YARURO forma de culpa alguna, actuó desprevenidamente, sin dolo no producto de culpa o negligencia de algún tipo; la ausencia de culpa frente a la falta por la que se le sanciona es la necesaria consecuencia de la atipicidad de su proceder”. Lo anterior, por cuanto para la defensa, el comportamiento de la disciplinada no está llamado a adecuarse en ningún tipo disciplinario, ni siquiera en los denominados tipos en blanco, pues la conducta requiere que lleve implícita la voluntad y el querer consciente del disciplinado en atentar directamente o colocar en peligro con su actuar por acción o por omisión sus deberes funcionales y los fines de la Ley 734 de 2002 y en el  caso particular la Ley 270 de 1996, de ahí la ilicitud sustancial además porque en su concepto no se afectó la administración de justicia ni la prestación del servicio. 

Como causal de exclusión de responsabilidad, planteó el numeral 6º del artículo 28 de la Ley 734 de 2002, esto es, actuar “con la convicción errada e invencible de que su conducta no constituye falta disciplinaria”, por cuanto a su representada le asistía la errada convicción de que su proceder era ajustado a derecho, por estar atendiendo una gestión para uno de sus seres mas queridos, ante un despacho distinto al suyo y sin la intención de incidir en el proceso en concreto.

Finalmente, de manera subsidiaria solicitó el recurrente, la nulidad de lo actuado desde el pliego de cargos, a efectos de que se emita una nueva calificación de la conducta de su prohijada; para lo cual invocó la causal 2ª del artículo 143 de la Ley 734 de 2002, esto es, por violación de derecho de defensa de la investigada para lo cual argumentó que la providencia de cargos adolece del requisito contendido en el numeral 1º del artículo 163 ibídem, es decir, “la descripción y determinación de la conducta investigada, con indicación de las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que se realizó”; y aprovecho para solicitar la práctica de nuevas pruebas.

Lo anterior, en razón a que además, la sentencia apelada no circunscribe ni determina claramente cual es la acción u omisión objeto de reproche, sin embargo, cita las disposiciones que al momento de proferir pliego de cargos, se tenían como presuntamente infringidas, pero ni en la providencia de acusación ni en la correspondiente a la decisión se precisa la época o fecha en que las circunstancias y conducta objeto de tratamiento atribuida se dieron. Siendo la carencia de estas circunstancias de tiempo, modo y lugar de la falta imputada a la disciplinada, las que imposibilitan el ejercicio pleno del derecho de defensa, por generar confusión e impedir establecer los acontecimientos que deben explicarse o justificarse, e incluso, determinar los términos de prescripción de la acción disciplinaria lo cual no puede ser objeto de discusión alguna pro la misma precisión que se requiere para tal evento.

CONSIDERACIONES DE LA SALA

1.- De la Competencia.

La Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, es competente para conocer y dirimir este recurso de apelación de conformidad con el mandato consagrado en el artículo 256 numeral 3 de la Constitución Política, en concordancia del artículo 112 numeral 4 de la Ley 270 de 1996, y en armonía con el artículo 194 de la Ley 734 de 2002.

2.- Del caso en concreto.

La investigación disciplinaria iniciada en virtud del informe rendido por la señora Secretaría del Juzgado 15 Civil Municipal de Bucaramanga, se circunscribe al hecho de que  la doctora NANCY ESTHER TORRES YARURO, en su calidad de Juez 14 Civil Municipal de Bucaramanga, compareció en varias oportunidades –durante el periodo comprendido entre finales del mes de junio y principios del mes de julio del año 2007- ante su despacho homólogo, es decir, ante el Juzgado 15 Civil Municipal de Bucaramanga a averiguar por un proceso ejecutivo singular de menor cuantía promovido por su progenitor, y en virtud de ello tuvo acceso al expediente aún cuando no era parte del mismo y donde no se habían ordenado medidas cautelares, e incluso en virtud a dichas visitas emitió de manera verbal consideraciones desfavorables respecto del trámite impartido al mismo. 

Por ello fue sancionada por el A quo con SUSPENSIÓN en el ejercicio del cargo por UN (1) MES, al declararla disciplinariamente responsable de haber cometido falta disciplinaria al incurrir en la prohibición prevista en el numeral 14 del artículo 154 de la Ley 270 de 1996, considerada al momento de la emisión del fallo como una conducta grave culposa.

Hecha la anterior precisión, y como quiera que de manera subsidiaria al fallo absolutorio, la defensa ha invocado una nulidad, por metodología la Sala procederá a resolver en primer lugar ésta última a efectos de determinar si es del caso emitir fallo de segundo grado, o si por el contrario, se hace necesario nulitar la actuación como lo predica el recurrente. 

3. De la nulidad. 

Ha planteado el defensor de confianza de la aquí disciplinada, una nulidad por presunta violación de derecho de defensa de su prohijada al considerar que el pliego de cargos careció del requisito exigido en el numeral 1º del artículo 143 de la Ley 734 de 2002, correspondiente a la “descripción y determinación de la conducta investigada, con indicación de las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que se realizó”, respecto de la imputación que se hiciere en otrora a la doctora TORRES YARURO. 

Para el peticionario, la Sala A quo olvidó determinar claramente cual era la acción u omisión objeto de reproche, así como también precisar la época o fecha en que las circunstancias y conducta atribuida a la disciplinada se dieron, para efectos de ejercer en debida forma una defensa técnica y material e incluso, para determinar la fecha de la prescripción de la acción disciplinaria.  

Pues bien, lo primero que debe recordarse es que la nulidad es la máxima sanción que establece el ordenamiento jurídico, en caso de una tramitación irregular dentro de una actuación procesal, en la medida en que esa institución desviada quebrante de alguna manera la estructura del proceso o desconozca los lineamientos y pautas fijadas tanto por el derecho sustancial como por el procedimental en detrimento de los sujetos procesales. Y es así como podemos afirmar que las nulidades son una medida extrema para subsanar una irregularidad, que están taxativamente enumeradas en el ordenamiento jurídico y que requieren obviamente de un pronunciamiento expreso. 

Así, el artículo 143 de la Ley 734 de 2002, consagra como causales de nulidad: “1. La falta de competencia del funcionario para proferir el fallo, 2. La violación del derecho de defensa del investigado y 3. La existencia de irregularidades sustanciales que afecten el debido proceso”.

Norma que hace referencia a las irregularidades que se presentan en las formas propias del juicio, es decir, respecto de aquellos señalamientos que el Legislador hace en cada tipo de proceso y que siendo de obligatoria observancia para el funcionario director de la actuación y de las partes que intervienen en la relación jurídico procesal, no pueden ser dejadas de lado y menos al acuerdo de tales sujetos procesales que intervienen en ella. 

Entonces, en el presente caso al analizar el proceso, esta Sala de Decisión encuentra que no se estructura ninguna causal de las contempladas en la norma antes transcrita, menos la invocada por el defensor de la funcionaria aquí disciplinada, esto es que, no se pone en duda la competencia de esta Sala para conocer de los hechos materia de investigación,  no se han presentado irregularidades sustanciales que afecten el debido proceso y mucho menos que vulneren el derecho de defensa de la disciplinada, doctora NANCY ESTHER TORRES YARURO.

Lo anterior, como quiera que, contrario a lo afirmado por el recurrente, las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que tuvo ocurrencia la conducta reprochada a la disciplinada, si son claras e incluso permiten determinar que la acción disciplinaria aún se encuentra vigente y no ha prescrito, pues en cuanto a este punto se tiene certeza que el despliegue de las actuaciones tildadas como irregulares de parte de la doctora TORRES YARURO tuvieron ocurrencia entre los meses de junio y julio de 2007, si recordamos que claramente tanto en el pliego de cargos como en el fallo de primer grado se dejó en evidencia con apoyo en el material probatorio que el inició del proceso ejecutivo por el cual se interesó la disciplinada fue radicado a finales del mes de junio de 2007, exactamente el día 20, y que con ocasión a dicha demanda la señora Juez aquí investigada se presentó ante el Juzgado de conocimiento (15 Civil Municipal), en varias ocasiones, y que la queja o informe en su contra, fue presentado el día 12 de julio del mismo año 2007, siendo este entonces a no dudarlo, el marco temporal de la actuación reprochada, y con base en la cual a esta altura procesal puede decirse que la acción disciplinaria se encuentra vigente.

Ahora bien, en lo referente a las circunstancias de modo y lugar de la actuación o conducta  reprochada, encontramos una clara determinación coincidente por demás, entre el auto de cargos y la sentencia de primera instancia, tanto así que la defensa en todas y cada una de sus salidas procesales no ha desconocido la ocurrencia de los hechos denunciados sino que simplemente ha pretendido exculpar el actuar de la disciplinada aduciendo varias figuras como el in dubio pro disciplinable, el error de hecho invencible, la atipicidad e incluso la ilicitud sustancial,  que aunque contradictorias, permiten inferir que no existe ni el más mínimo asomo de duda para poder ejercer la respectiva defensa material y técnica.

En efecto, nótese que la conducta reprochada a la doctora TORRES YARURO, ha recaído y recae sobre el hecho de  i) haberse presentado en el Juzgado 15 Civil Municipal de Bucaramanga, ii) entre finales del mes de junio y principios del mes de julio de 2007, iii) para averiguar, inspeccionar y por tanto interesarse en el proceso ejecutivo singular promovido por su progenitor contra Luis Alberto Riveros y otros iii) a sabiendas de que dicho asunto tenia reserva y que ella no era sujeto procesal;  y así lo ha entendido claramente la investigada y su apoderado, pues basta con revisar los argumentos defensivos y exculpatorios presentados por aquellos.

De esta manera, considera la Sala que no hay lugar a declarar la nulidad solicitada y así se dispondrá en la parte resolutiva de esta providencia, advirtiéndose además que a esta altura procesal tampoco resulta procedente la petición probatoria elevada por el recurrente por lo cual habrá de despacharse de plano de manera desfavorable. 

Problema Jurídico.

El problema Jurídico en esta oportunidad, será determinar: i) si la doctora NANCY ESTHER TORRES YARURO, siendo Juez 14 Civil Municipal de Bucaramanga, al comparecer personalmente al Juzgado 15 Civil Municipal de Bucaramanga a averiguar por un proceso ejecutivo singular promovido por su progenitor contra  el señor Luis Alberto Riveros y otros, y al tener acceso a dicho expediente de manera informal, sin ser parte en el asunto, incurrió o no en alguna falta disciplinaria, o si por el contrario, su actuación estuvo enmarcada dentro de una de las causales de exclusión de responsabilidad disciplinaria, especialmente, si la funcionaria inculpada actuó con la convicción errada e invencible de que su conducta no constituía falta disciplinaria; ii) si existe merito para dar aplicación al principio del in dubio pro disciplinable o a la figura de la ilicitud sustancial.

4.- Solución del caso en estudio

Dígase en primer lugar que, a las voces del artículo 230 de nuestra Carta Magna, quienes administran justicia están llamados a cumplir y a hacer cumplir la ley, donde ha de entenderse por ley primeramente la Constitución Política de la cual se desprenden las demás normas creadas por el legislador para la resolución de los conflictos que se susciten entre los particulares o entre éstos y el Estado, con el propósito fundamental de administrar justicia a través de sus providencias judiciales, las que siempre deben estar precedidas por los principios básicos de imparcialidad e independencia.  De ahí que, el mínimo deber que debe atender un funcionario investido de jurisdicción, es el de conocer las normas que rigen el acceso y la permanencia en el ejercicio de su cargo, entre ellas sin lugar a dudas, el régimen de inhabilidades e incompatibilidades, máxime cuando se trata de una persona versada en el derecho, conocedora de primera mano, que la ignorancia de la ley no le sirve de excusa para no cumplirla. 

Siendo así las cosas, concluimos que resulta apenas lógico que la inobservancia por parte de quien administra justicia (Funcionario Judicial), del régimen de prohibiciones establecidas en nuestro estatuto disciplinario –Ley 270 de 1996- a las voces de su artículo 154,  puede ser una causa suficiente para hacerle un juicio de reproche e incluso imponer una sanción disciplinaria, y en el caso particular, de probarse que efectivamente y sin una válida justificación la Funcionaria en cuestión se interesó indebidamente en el trámite del proceso ejecutivo singular promovido por su progenitor ante el Juzgado 15 Civil Municipal de Bucaramanga, sin lugar a dudas la dejaría inmersa en la prohibición descrita en el numeral 14 del artículo 154 de la Ley 270 de 1996 y por ende, en una falta disciplinaria gravísima al tenor de lo dispuesto en el parágrafo 1º del artículo 48 de la Ley 734 de 2002, y es a partir de allí, de donde entraremos a hacer el análisis respectivo de la conducta de la disciplinada para poder resolver los cuestionamientos planteados, veamos: 

Se tiene probado en grado de certeza, que la doctora NANCY ESTHER TORRES YARURO -para la época en que ostentaba la condición de Juez 14 Civil Municipal de Bucaramanga-,  de manera personal  y luego de radicada la demanda ejecutiva singular de menor cuantía por el apoderado de su progenitor contra el señor Luis Alberto Riveros y otros, esto es, después del 20 de junio de 2007, se presentó en varias oportunidades ante su Despacho Homologo 15 Civil Municipal  de la misma ciudad, al cual correspondió el conocimiento del asunto referido, a efectos de obtener información sobre el trámite y curso del mismo, en virtud de lo cual logró tener acceso al expediente pese, a no ser parte, ni estar legitimada para ello.

Asimismo tenemos que, el asunto para entonces se encontraba con total reserva, pues estaba pendiente de librarse las respectivas medidas cautelares, situación demás importante para que no pudiere ser inspeccionado por personas ajenas al mismo.

Igualmente, se logró demostrar que inconforme con el trámite impartido al asunto donde el demandante era su padre, la disciplinada profirió algunos comentarios verbales cuestionando la labor de los empleados del despacho de conocimiento, que lograron generar cierta incomodidad en los mismos al punto que la Secretaria optó por allegar a esta instancia disciplinaria el informe que dio origen a la presente actuación, el día 12 de julio de 2007.

Lo anterior, conforme las declaraciones rendidas por varios de los empleados del Juzgado 15 Civil Municipal quienes coincidieron en afirmar que en efecto, la doctora NANCY ESTHER TORRES YARURO, se presentó en varias ocasiones a ese despacho Judicial a averiguar por el proceso ejecutivo que adelantaba su padre contra el señor Luis Alberto Riveros y otros, incluso, el mismo señor CARLOS JULIO QUINTERO BLANCO reconoció bajo juramento que con ocasión a tal situación, personalmente le facilitó el expediente aludido a la funcionaria en cuestión y le explicó sobre las razones de la inadmisión de la demanda; y recuérdese que éste funcionario también esta siendo investigado por la Procuraduría General de la Nación. Este declarante afirmó entre otras cosas, que: “la doctora NANCY se presentó en el Juzgado y pidió información de dicho proceso, en esa oportunidad yo estaba de público y se le prestó el respectivo proceso, cosa que no debí haberlo hecho por cuanto la Dra. NANCY no es parte en el proceso, pero de todas formas se le dio información de su inadmisión y ella misma vio el respectivo auto, después se presentó en reiteradas ocasiones manifestando que porque no se le había dado el trámite que correspondía al proceso donde su señor padre es la persona demandante, ante lo cual se le manifestó que dicho trámite se hacia por la persona encargada cuando se venciera el termino que se le había señalado en el auto de inadmisión, en una ocasión la doctora NANCY informó que porque los procesos no salían en su orden numérico, ante lo cual se le manifestó que este no salía en su orden ya que la titular del Despacho  tiene un reparto interno con los dos escribientes o con el personal que labora en el Juzgado y dicho trámite lo realizaba la persona encargada de tramitar el proceso…., la doctora fue en varias oportunidades, ese día nos manifestó de forma grosera que nosotros parecíamos un mausoleo…, así mismo en una oportunidad que yo la atendí y en la cual ella me manifestó que porque no se le daba el trámite correspondiente que seguía al proceso yo le manifesté que si  estaba inadmitida, tenía que vencer el termino previsto en el citado auto y después la persona encargada le daba el trámite
. 

Del mismo modo, el señor Nelson Martín Anaya Archila –Asistente Judicial del Juzgado 15 Civil Municipal de Bucaramanga, en declaración juramentada refirió: “me consta  cuando yo estuve en una oportunidad, como a inicios del mes de julio de 2007, la Doctora NANCY llegaba a preguntar por el proceso del señor padre de ella 2007-00530, después de la inadmisión, porque era que no salía en estados dicha admisión, y la manera en que se dirigió a nosotros no era la mas adecuada, en un momento nos dijo que éramos un mausoleo, y que nosotros le temblábamos a la Doctora Doris, nuestra jefe, … en otro momento dijo que todo el mundo estaba aterrado con la situación que a ella le estaba pasando en el Juzgado, que no salía la admisión y la verdad era que en alguna ocasión cuando ella fue, no se había cumplido el término para librar el mandamiento respectivo”
. 

Entre tanto la señora LAURA CONSTANZA VELANDIA, también empleada del Juzgado 15 Civil Municipal de Bucaramanga, confirmó en diligencia de declaración: “las veces que yo estuve presente fueron aproximadamente cinco (5) visitas, que casi siempre se hacían en el lapso de 12 del mediodía a una de la tarde, las ofensas consistieron, recuerdo que una vez saludo y se le contestó el saludo respectivo y empezó a preguntar acerca del proceso, entonces la persona que estaba atendiendo el público que era CARLOS JULIO QUINTERO el escribiente se lo permitió y ella una vez lo revisó, empezó a hacer comentarios relacionados con la demora en la expedición de los oficios de medidas cautelares, ante esa situación yo me dirigía ella diciéndole que si ella tenía alguna queja relacionada con el Juzgado o la forma como se tramitaban los procesos podía volver después de la una de tarde para que se dirigiera a la titular del despacho, o en su defecto a la Secretaría y ella contestó “para que hablar con ellas, si aquí da igual hablar con usted o con aquella, señalando los puestos donde nos ubicábamos las diferentes personas, si aquí nadie da razón, esto parece un mausoleo”
. 

Y del mismo modo, la señora Secretaría ESPERANZA INÉS LOZANO DÍAZ, se ratificó del informe allegado sobre el comportamiento de la doctora TORRES YARURO respecto del trámite del proceso ejecutivo singular adelantado por su padre ante el Juzgado 15 Civil Municipal de Bucaramanga, confirmado bajo la juramento que: “en las oportunidades que la doctora Nancy estuvo en la secretaría del juzgado 15 civil municipal indagando por el proceso de su señor padre siempre cuestiono (sic) nuestras labores diciéndonos varias veces que no sabíamos donde estábamos parados, que era el peor juzgado de Bucaramanga, que era el colmo que no hubiésemos tramitado aún lo del papá que pasaba, manoteando encima del mostrador de donde uno atiende, que claro que como veníamos de penales no sabíamos nada, …”
. 

De hecho, la titular del Juzgado 15 Civil Municipal de Bucaramanga, en diligencia de testimonio rendida ante el Seccional de Instancia señaló ser conocedora por comentarios que le hizo su secretaría, sobre los actos desplegados por la doctora TORRES YARURO con relación al proceso ejecutivo que allí tramitaba su padre, y ante lo cual se limitó a ordenarle a su empleada no suministrar el expediente a la prenombrada funcionaria, por no ser parte dentro del asunto.

Adicionalmente, el mismo padre de la disciplinada, confirmó que le encargo a su hija estar pendiente del trámite de su proceso ejecutivo a efectos de que no se perdiera y siguiera su curso normal
.

Así las cosas, en realidad resulta evidente que la aquí disciplinada no solo se interesó indebidamente por un proceso de un despacho homologo, porque su conducta fue absolutamente reiterada, sino también porque inconforme con el trámite impartido al mismo se atrevió a criticar la labor de los empleados, pretendiendo sin lugar a dudas incidir para que se agilizará el procedimiento respectivo, haciendo suyo un litigio donde era parte su progenitor.

Entonces, es a partir de allí, de la actuación absolutamente irregular desplegada por la doctora TORRES YARURO ante el Juzgado 15 Civil Municipal de Bucaramanga,  de donde se genera el fundamento fáctico del reproche disciplinario con ocasión al interés indebido demostrado y ejecutado con relación al proceso ejecutivo singular promovido por su padre, donde la funcionaria judicial pese a tener conocimiento pleno de que este tipo de asuntos litigiosos tienen reserva y que solo pueden ser revisados por las partes, concurrió en repetidas ocasiones al despacho de conocimiento a efectos de indagar, revisar y criticar su trámite, adecuando así su conducta en un todo a los postulados del artículo 154 numeral 14 de la Ley Estatutaria de Administración de Justicia, que para mayor ilustración prescribe textualmente lo siguiente: 

Ley 270 de 1996.

“ARTICULO 154. PROHIBICIONES. A los funcionarios y empleados de la Rama Judicial, según el caso, les está prohibido:

14. Interesarse indebidamente, de cualquier modo que sea, en asuntos pendientes ante los demás despachos judiciales o emitir conceptos sobre ellos”.
Imputación que fue realizada por el Seccional de Instancia, a titulo de dolo y calificada como falta gravísima al tenor de lo dispuesto en el parágrafo 1º del artículo 48 de la Ley 734 de 2002, que establece:

“Artículo  48. Faltas gravísimas. Son faltas gravísimas las siguientes: 

“Parágrafo 1°. Además de las faltas anteriores que resulten compatibles con su naturaleza, también serán faltas gravísimas para los funcionarios y empleados judiciales el incumplimiento de los deberes y la incursión en las prohibiciones contemplados en los artículos 153 numeral 21 y 154 numerales 8, 14, 15, 16 y 17 de la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia”. (Resaltado fuera de texto).

Ahora bien, el anterior referente legal nos permite de paso, entrar a analizar la responsabilidad disciplinaria de la funcionaria inculpada de cara a sus argumentos defensivos y exculpatorios para concluir si es del caso confirmar, modificar o absolverla de los cargos imputados por la Sala A quo. 

Entonces, dígase en primer lugar que la doctora TORRES YARURO  nunca desmintió el hecho de haber concurrido al Juzgado 15 Civil Municipal de Bucaramanga a indagar por el trámite del proceso ejecutivo singular promovido por su padre y mucho menos, el haber tenido acceso al mismo e incluso haber cuestionado la labor de los empleados del Juzgado por la supuesta demora en el curso del asunto, empero exculpó su actuar, en que simplemente “trato de garantizar las acreencias de mi padre, y que se actuara conforme a la ley”
, hipótesis sobre la cual alegó haber actuado con la convicción errada e invencible de que su conducta no constituía una falta disciplinaria. 

Sin embargo, para esta Sala, la explicación propuesta por la disciplinada no es de recibo, y menos, alcanza a eximirle de responsabilidad disciplinaria en el sub judice. 

En efecto, como lo citamos anteriormente a la doctora TORRES YARURO por la misma condición de funcionaria judicial, le es exigible el conocimiento de las normas que rigen su comportamiento como empleada pública que es, y las normas que rigen en si el procedimiento de asuntos como el que hoy es objeto de debate, esto es, los procesos ejecutivos, mas aún en tratándose de una profesional del derecho dedicada al conocimiento de procesos de dicha índole como Juez Civil Municipal.  De ahí que en el sub examine no tenga cabida alguna y desde ningún punto de vista la aplicación de la causal sexta (6ª) del artículo 28 de la Ley 734 de 2002 –invocada por la disciplinada y su defensor hoy recurrente-, esto es, en el caso concreto no puede predicarse que la funcionaria inculpada actuó con la convicción errada e invencible de que su conducta no constituía falta disciplinaria, porque ésta no es más que un juicio equivocado que debe recaer sobre lo que constituye falta disciplinaria y en el sub lite no se dan los presupuestos para ello. 

La persona considerada culpable de una falta disciplinaria debe tener la posibilidad efectiva de conocer la norma, y comprenderla y con ello comprender la ilicitud de su conducta. Esto es de suyo en tratándose de un servidor público en condiciones normales porque este funcionario al entrar al ejercicio del cargo debe conocer sus funciones, ser competente y entender el alcance de sus actos u omisiones; entendiéndose por comprensión el proceso mental que se inicia con el conocimiento y finaliza con la interiorización de la norma. 

Así por ejemplo, en el error de prohibición el individuo no conoce o conoce defectuosamente la norma, lo que al final lo lleva a la no comprensión de su conducta; empero igualmente, hay casos en que el individuo conoce la prohibición de la norma, pero al cual el derecho disciplinario no puede exigir una efectiva comprensión; en estos casos nos hallamos ante un error de comprensión lo que no pudo haber ocurrido en el sub examine por la misma condición de funcionaria judicial de la implicada, ciertamente, la ley promulgada se presume conocida y, su ignorancia por regla general no procede para efectos exculpatorios, teoría que con mayor razón ha de aplicarse para aquellos que administran justicia y se consideran por ende versados en derecho, y en el particular caso, que manejan asuntos como el que fue objeto de disenso, porque entonces conocen cual es el procedimiento aplicable y quienes y cuando pueden tener acceso a ellos legalmente. 

Ahora bien, dígase que lo aquí se le cuestiona a la investigada, no es que hubiere concurrido al Juzgado a revisar las publicaciones por estados para saber si dentro de ellos se anunciaba algo sobre el trámite del proceso donde su padre era el demandante, pues de hecho estos son actos públicos y para todo el mundo en general; no. Es el interés totalmente evidente que mostró ante los empleados del Juzgado de conocimiento al punto de lograr tener acceso a un expediente del cual era consciente no tenía derecho  a revisar, además por el estado en que se encontraba; pues su misma condición de Juez Civil Municipal le permitía discernir sobre la irregularidad que estaba cometiendo al acceder sin derecho alguno a un asunto judicial donde no era parte y el cual gozaba de reserva; de ahí que la causal eximente de responsabilidad alegada por la defensa, sobre el supuesto error de hecho invencible, no esté desde ningún punto de vista llamada a prosperar.  

En conclusión y a modo de respuesta al argumento defensivo presentado por la inculpada a efectos de que esta Instancia le absuelva de responsabilidad disciplinaria del cargo por el que fue llamada a juicio, dígase que en tratándose de la Ley disciplinaria, cuando se presenta el error de derecho invencible hay exclusión de responsabilidad y cuando este es vencible –como en el caso que nos ocupa-, el sujeto disciplinado debe responder ante el organismo de control correspondiente, porque habría bastado con que la inculpada hubiere acudido a la Ley 270 de 1996 mediante la cual se regula lo concerniente a las prohibiciones de los funcionarios de la Rama Judicial e incluso que hubiere recordado lo que día a día aplica como Juez Civil Municipal conocedora de que asuntos como el comentado -procesos ejecutivos- gozan de reserva judicial no solo por el simple hecho de que ella no era parte, sino porque además por la etapa en que encontraba, para superar el supuesto “error” respecto de la transcendencia de su actuar al exigir información y atreverse a inspeccionar y a criticar el trámite de un proceso donde no era parte. Como se vera a continuación.

Ahora bien, en cuanto a la segunda teoría planteada por el recurrente, respecto de que el acto desplegado por su defendida resulta atípica o que existe ausencia de ilicitud sustancial, acláresele en cuanto a lo primero, que basta con remitirse al contenido de la norma imputada esto es, al numeral 14 del artículo 154 de la Ley 270 de 1996 para concluir sin asomo de duda que la actuación reprochada a la disciplinada se encuadra perfectamente allí; entre tanto, que de plano puede descartarse la figura de la “ausencia de ilicitud sustancial”, si recordamos lo sostenido por todos los empleados del Juzgado 15 Civil Municipal de Bucaramanga en cuanto a que fueron tales las criticas y las ofensas, por quien indebidamente se interesó en el tramite del asunto litigioso referido, que se vieron avocados a denunciar a la autora de tales actos irregulares, pues acudiendo a las reglas de la sana crítica (lógica y experiencia), tales reproches o consideraciones verbales lanzados por la aquí investigada sobre el trámite del proceso ejecutivo en mención, tenían por objeto acelerar su impulso, lo que indiscutiblemente afecta la recta e imparcial Administración de Justicia, máxime cuando por simple lógica sabemos que de haber sido una persona distinta o particular la que hubiere solicitado la información que solicitó la hoy inculpada respecto del aludido asunto judicial, los empleados del despacho de conocimiento jamás hubieren accedido a la misma, menos, a permitirle el acceso al expediente. 

Y es que recordemos que, el mismo legislador disciplinario dispuso la ilicitud sustancial cuando se afecte el deber funcional sin justificación alguna (Art. 5° Ley 734/2002). Entonces no es el resultado lo que condiciona la operabilidad del derecho disciplinario para entrar a determinar juicios de responsabilidad, máxime cuando en esta área impera el comportamiento de mera conducta, sin que por ello se pueda decir que se está en presencia de responsabilidad objetiva alguna, precisamente proscrita en este derecho sancionador, sólo que una vez demostrada la sustracción del funcionario a ese deber o su incursión en una prohibición que le es inherente y al cual está sujeto por el vínculo mismo con la administración, se da cabida al rigor del derecho disciplinario. 

Así, puede afirmarse con toda certeza, que en esta materia no existe un bien jurídico en estricto sentido, sólo se reconoce la infracción a deberes y la incursión en prohibiciones precisamente por esa relación de sujeción, la cual necesita de controles o reglas de conducta para exigir del funcionario el cumplimiento de los fines y funciones como rezaba el artículo 17 de la Ley 200 de 1995; por ende, no se requiere del daño para la configuración del ilícito disciplinario, porque entonces bastará haber ido en contravía de la obligación que la función pública le exigía, en este caso, haberse interesado indebidamente, del modo como lo hizo, en un asunto pendiente ante un despacho judicial homologo y emitir conceptos sobre el trámite impartido a éste, cuando le estaba totalmente prohibido a voces del numeral 14 del artículo 154 de la Ley Estatutaria de Administración de Justicia, sobre todo cuando objetiva y subjetivamente estuvo en la posibilidad de evitarlo, función que como funcionaria judicial le asistía en garantía de los principios y fines que la rigen en la Ley 270 de 1996, obviamente sin justificación alguna; con todo, en el sub examine, el perjuicio causado a la administración de justicia quedó plenamente demostrado, con la misma gravedad de los actos ejecutados por la disciplinada, la cual puso en peligro la recta e imparcial administración de justicia frente a las partes en litigio de un proceso ejecutivo que se encontraba revestido de absoluta reserva por estar pendiente de resolver sobre medidas cautelares y en donde la aquí disciplinada, nada tenía que ver, ni como parte, ni como Juez.  

Ahora, dígase que tampoco esta llamada a prosperar la figura invocada por el defensor de confianza,  respecto del “in dubio pro disciplinable”, pues en el sub judice, tal como quedó plasmado atrás, la conducta endilgada a la doctora NANCY ESTHER TORRES YARURO, en su calidad de Juez 14 Civil Municipal de Bucaramanga, se encuentra objetivamente demostrada así como su responsabilidad; resultando aplicable la mencionada figura a la investigada, solo en casos excepcionales cuando concurran los presupuestos de la duda, lo que en el presente caso no ocurre.

Como vemos, la defensa intenta exculpar la actuación de la disciplinada, arguyendo variedad de situaciones a efectos de lograr con alguna de ellas, sea eximida su defendida, incurriendo así en serias contradicciones,  pues por un lado afirma que la actuación de la disciplinada no es típica y por ende no constituye falta disciplinaria; pero al mismo tiempo predica que existe duda en la comisión y la responsabilidad del ilícito disciplinario, y paradójicamente, al tiempo que alegada una causal eximente de responsabilidad que sustenta admitiendo que su prohijada cometió la actuación irregular, pero que la misma fue con la errada convicción de que su proceder era ajustado a derecho; también pregona que el proceder de su cliente esta justificada. 

Finalmente, debe precisarse que si bien en el derecho disciplinario existen los llamados tipos disciplinarios en blanco o abiertos y en tales casos éstos deben ser complementados o cerrados con las respectivas normas especiales aplicables al caso concreto, también lo es que ello no opera indistintamente o de manera general para todos los tipos disciplinarios previstos como falta, sino para aquellos que su redacción se torne tan general y abstracta que realmente amerite la correspondiente concordancia, siendo la imputación en comento una de tales excepciones, en el sentido de que no necesitaba cerrarse en manera alguna pues resulta absolutamente concreto y no admite interpretaciones. 

En efecto, al respecto la Corte Constitucional señaló: 

“10. En conclusión, para la Corte no cabe duda alguna que en el ámbito disciplinario los principios de legalidad y tipicidad actúan con menor rigurosidad que en el derecho penal delictivo, pues se admiten bajo determinadas condiciones el uso de tipos abiertos y de conceptos jurídicos indeterminados, a la vez que se le atribuye al juzgador disciplinario una mayor amplitud para adelantar el proceso de adecuación típica de las conductas reprochables. Sin embargo, en aras de preservar el principio de reserva de ley, esta Corporación ha sostenido que es para el legislador un imperativo constitucional fijar en la ley disciplinaria, como mínimo, (i) los presupuestos básicos de la conducta típica que será sancionada, (ii) las remisiones normativas o los elementos determinables cuando se haya previsto un tipo en blanco o un concepto jurídico indeterminado, (iii) los criterios por medio de los cuales se puede precisar con claridad y exactitud la conducta, (iv) las sanciones y las pautas mínimas que permitan su imposición y (v) los procedimientos que se adelanten para garantizar que su establecimiento se hará conforme a las exigencias mínimas del debido proceso”.

…

Corresponde al concepto jurídico de "tipos abiertos", aquellas infracciones disciplinarias que ante la imposibilidad del legislador de contar con un listado detallado de comportamientos que se subsumen en las mismas, remiten a un complemento normativo, integrado por todas las disposiciones en las que se consagren deberes, mandatos y prohibiciones que resulten aplicables a los servidores públicos. Así, la tipicidad en las infracciones disciplinarias se determina por la lectura sistemática de la norma que establece la función, la orden o la prohibición y aquella otra que de manera genérica prescribe que el incumplimiento de tales funciones, órdenes o prohibiciones constituye una infracción disciplinaria.
La razón que fundamenta la admisibilidad de los tipos abiertos en el derecho disciplinario radica en la necesidad de salvaguardar el principio de eficiencia de la función pública (C.P. art. 209). Esta Corporación ha reconocido que exigir una descripción detallada en la ley disciplinaria de todos los comportamientos susceptibles de sanción, conduciría en la práctica a tener que transcribir todo el catálogo de deberes, mandatos y prohibiciones que se imponen a los servidores públicos en las distintas normas jurídicas, traduciéndose dicha exigencia en un obstáculo para la realización coherente, ordenada y sistemática de la función disciplinaria y de las finalidades que mediante ella se pretenden, cuales son, "la prevención y buena marcha de la gestión pública, así como la garantía del cumplimiento de los fines y funciones del Estado"46. En estos términos, la Corte puntualizó:

"También se justifica este menor requerimiento de precisión en la definición del tipo disciplinario por el hecho que de asumir una posición estricta frente a la aplicación del principio de tipicidad en este campo llevaría simplemente a transcribir, dentro de la descripción del tipo disciplinario, las normas que consagran los deberes, mandatos y prohibiciones aplicables a los servidores públicos"
.
Luego los argumentos del recurrente respecto de que el tipo disciplinario debió haberse cerrado, se quedan sin piso como quedó atrás reseñado. 

Por último dígase que en cuanto a está conducta en particular, la Jurisprudencia ha precisado que lo que se reprocha es concretamente el interesarse en un asunto judicial donde nada tiene que ver, ni como parte, ni como juez de conocimiento, porque entonces ello es lo que resultará ser indebido:

“…independientemente de que la información requerida fuera o no objeto de reserva sumarial, lo que aquí se cuestiona es el comportamiento contrario a la ética judicial que compromete seriamente la administración de justicia, al interesarse de manera indebida en el asunto que conocía en el asunto que conocía la Fiscalía Regional y que solo interesaba a su primo y a quienes allí estaban  vinculados, el cual queda evidenciado con el aprovechamiento de su condición funcional para hacer comparecer a su propio despacho a la técnico judicial en aras de solicitarle información, situación que queda por fuera del contexto fáctico que pretende esgrimir, cuando sostiene que esa información la podía pedir cualquiera y con mayor razón él como familiar, pues pugna contra las reglas de la experiencia y la lógica, la pretensiva equiparación de este comportamiento al que es desplegado por cualquier ciudadano que acude a un despacho judicial a requerir información sobre su proceso…”
. 

Por lo demás, surge evidente que el cargo imputado a la aquí disciplinada esta llamado a prosperar, pues ha quedado suficientemente probado que se interesó indebidamente en el proceso ejecutivo singular de menor cuantía iniciado por su padre ante el despacho homologo, esto es, ante el Juzgado 15 Civil Municipal de Bucaramanga al punto que logró sobrepasando la reserva del mismo, acceder a las diligencias y criticar el trámite con el único fin de que se agilizará éste a favor de la parte demandante y en contra del demandado; sin que pueda ampararse su actuación en que actuó con la convicción errada e invencible de que su conducta no constituía falta disciplinaria; siendo entonces esta la respuesta al problema jurídico planteado.

Finalmente, y en lo referente a la graduación de la sanción, deberá esta Sala advertir que la impuesta en el sub judice, a la doctora NANCY ESTHER TORRES YARURO, en su condición de Juez Catorce Civil Municipal de Bucaramanga,  no se compadece con la modalidad de la conducta, toda vez que la misma pese a haber sido debidamente imputada en el pliego de cargos  a título de DOLO y catalogada como GRAVÍSIMA, por estar taxativamente señalada dentro del parágrafo 1º del artículo 48 de la Ley 734 de 2002, finalmente y sin justificación alguna fue variada a la modalidad de CULPOSA GRAVE concurriendo con ello sanción de suspensión acorde con lo previsto en el artículo 44 ibídem, cuando lo que aparejaba la conducta era la destitución conforme el numeral 1º de la misma norma. 

No obstante lo advertido a esta altura procesal, esta Colegiatura no puede corregir dicho yerro, por respeto al principio de no reformatio in pejus, y en tales condiciones, habrá de mantenerse incólume también la sanción de suspensión por el término de un (1) mes en el ejercicio del cargo  impuesta por el Juez Disciplinario de primera instancia a la doctora NANCY ESTHER TORRES YARURO, en su calidad de Juez 14 Civil Municipal de Bucaramanga, en el presente asunto. 

En mérito de lo expuesto, la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Superior de la Judicatura, en uso de sus atribuciones Constitucionales y Legales,
RESUELVE:
Primero: NEGAR la solicitud de nulidad invocada por el recurrente así como también la petición probatoria, conforme lo argumentos puntualizados en la parte motiva de este fallo.
Segundo: CONFIRMAR integralmente la providencia apelada y proferida el 11 de febrero del 2011, por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura de Santander, por medio de la cual resolvió declarar disciplinariamente responsable disciplinariamente a la doctora NANCY ESTHER TORRES YARURO,  en su calidad de Juez 14 Civil Municipal de Bucaramanga, por haber incurrido en la prohibición de  que trata el numeral 14 del artículo 154 de la Ley 270 de 1996, y como consecuencia sancionarla con SUSPENSIÓN de UN (1) MES del ejercicio del cargo, conforme los argumentos expuestos en la parte motiva de esta sentencia.
Tercero: Contra esta decisión no procede recurso alguno.

Cuarto: Líbrense las comunicaciones a que hace referencia el artículo 220 de la Ley 734 de 2002. 
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� Escrito de defensa visible a folios 31 y ss del c.o.


� Sentencia C-818 de 2005, MP. Dr. Rodrigo Escobar Gil.


� Consejo Superior de la Judicatura, Sala Jurisdiccional Disciplinaria, MP. Dr. Temístocles Ortega Narvaéz, 9 de abril de 2003. 





